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obligatorias, que regula por tanto, situaciones objetivas impersonales" (Derecho Administrativo, Editorial Abeledo-
Perrot, Tomo I, 3a. Edición actualizada, Buenos Aires, 1991, pág. 103). 

Y, como lo ha expresado el tratadista colombiano Jaime Vidal Perdomo "la extensión normativa del 
reglamento es inversamente proporcional a la extensión de la ley " (Derecho Administrativo, Novena Edición, Editorial 
Temis, Bogotá, 1994, pág. 19). 

Es por los planteamientos antes esbozados que, a juicio de esta Sala no debe accederse a la solicitud de 
medida cautelar interpuesta, puesto que ha prima facie, el Decreto Ejecutivo N° 944 de 21 de diciembre de 2009, 
publicado en Gaceta Oficial N° 26,436 de 29 de diciembre de 2009: “Por el cual se implementan experimentalmente 
nuevos planes y programas de estudios en el segundo nivel de enseñanza o educación media”, no es contrario al 
orden jurídico objetivo y tampoco infringe el principio de separación de los poderes.  

Finalmente, resulta necesario señalar que las anteriores consideraciones, en modo alguno constituyen un 
criterio final o determinante para el pronunciamiento de fondo, que en su momento será emitido por quienes integran 
esta Corporación de Justicia. 

Por consiguiente, la Sala Tercera de la Corte Suprema, administrando justicia en nombre de la República y 
por autoridad de la Ley, NO ACCEDE a la solicitud de suspensión provisional del Decreto Ejecutivo N° 944 de 21 de 
diciembre de 2009, emitido por el Presidente de la República y por la Ministra de Educación. 

Notifíquese,  
 
VICTOR L. BENAVIDES P. 
ALEJANDRO MONCADA LUNA  -- WINSTON SPADAFORA FRANCO  
KATIA ROSAS (Secretaria) 

 

DEMANDA CONTENCIOSO ADMINISTRATIVA DE NULIDAD INCOADA POR LA FIRMA FORENSE 
BONILLA, SÁNCHEZ & AROSEMENA EN REPRESENTACIÓN DE JOSÉ MANUEL OVALLE, PAULINO 
ABADÍA CAJAR Y AUGUSTO GEORGE, PARA QUE SE DECLARE NULA POR ILEGAL, LA 
RESOLUCIÓN NO.346 DEL 09 DE OCTUBRE DE 2009, EMITIDA POR EL DIRECTOR NACIONAL DE 
FARMACIA Y DROGAS DEL MINISTERIO DE SALUD Y PARA QUE SE HAGAN OTRAS 
DECLARACIONES.  PONENTE:  VÍCTOR L. BENAVIDES P. - PANAMÁ, ONCE (11) DE MARZO DE DOS 
MIL DIEZ (2010). 

Tribunal: Corte Suprema de Justicia, Panamá 
Sala: Tercera de lo Contencioso Administrativo 
Ponente: Victor L. Benavides P. 
Fecha: jueves, 11 de marzo de 2010 
Materia: Acción contenciosa administrativa 
 Nulidad 
Expediente: 274-2010 

VISTOS:  

JOSÉ MANUEL OVALLE, PAULINO ABADÍA CAJAR Y AUGUSTO GEORGE, a través de la representación 
judicial de la Firma Forense BONILLA, SÁNCHEZ & AROSEMENA, ha interpuesto ante la Sala Tercera de la Corte 
Suprema, demanda Contencioso Administrativa de Nulidad para que se declare nula por ilegal, la Resolución No.346 
del 09 de octubre de 2009, emitida por el Director Nacional de farmacia y Drogas del MINISTERIO DE SALUD y para 
que se hagan otras declaraciones. 

Se procede entonces,  a la revisión del libelo de demanda a fin de verificar si cumple con los requisitos que 
hacen viable su admisión. 

Entonces, observa el suscrito, que la demanda incoada adolece de requisitos que impiden darle el trámite 
legal correspondiente, los cuales se exponen a continuación. 

En primer lugar, tenemos que la parte actora presentó como prueba del acto impugnado una copia simple 
de la Gaceta Oficial Digital del martes 20 de octubre de 2009, en la cual consta la publicación de la Resolución No.346 
del 09 de octubre de 2009, emitida por el Director Nacional de farmacia y Drogas del MINISTERIO DE SALUD. 

Sin embargo, tal como señalamos, dicha copia se encuentra presente en el expediente de forma simple.                               
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Que si bien es cierto, la parte actora pudo considerar que la misma por ser de conocimiento público, no es necesaria 
su aportación en original o puede ser consultada y corroborada en la página Web de la Gaceta Oficial, no es menos 
cierto que existe una excepción a dicha regla, que precisamente es la situación en la que nos encontramos en el 
presente caso. 

De acuerdo con lo preceptuado en el artículo 2 de la Ley No. 53 de 28 de diciembre de 2005, "Que dicta 
normas para la modernización de la Gaceta Oficial y adopta otras disposiciones", se reconoce validez jurídica a la 
publicación de la Gaceta Oficial por Internet.  

Asimismo, el artículo 786, del Código Judicial, establece que toda resolución publica en la Gaceta Oficial 
hará plena prueba en cuanto a la existencia y contenido del documento. No obstante lo anterior, la citada excerta legal 
en su segundo párrafo preceptúa lo siguiente:  

Artículo 786. ... 

Exceptuase el caso en que el acto en cuestión sea objeto de la demanda, en el cual se aportará conforme a 
las normas comunes." 

De conformidad con lo anterior, era obligación de los actores de conformidad con el artículo 44 de la ley 135 
de 1943, el aportar la copia autenticada del acto impugnado o bien solicitar la autenticación de la publicación de la 
Gaceta Oficial Digital. 

Como corolario a lo antes señalado, ponemos como ejemplo algunos fallos anteriores proferidos 
por ésta Sala, que hacen referencia al tema en estudio:  

Auto de primero (1°) de agosto de 2005. 

Al examinar la demanda para su admisibilidad, se advierte que la parte actora omitió la presentación de la 
copia del acto acusado, incumpliendo de esta forma con el requisito establecido en el artículo 44 de la Ley 
135 de 1943 que señala que "a la demanda deberá acompañar el actor una copia del acto acusado, con las 
constancias de su publicación, notificación o ejecución, según los casos". 

En esta misma línea de pensamiento, es conveniente señalar lo que estipula el artículo 786 del Código 
Judicial que a la letra dice: 

"Toda ley, decreto ley, decreto de gabinete, acuerdo, ordenanza, reglamento, resolución, 
dictamen, informe, fallo, documento o acto de cualquier género, emanado de alguna autoridad o funcionario 
de cualquier Órgano del Estado o de un municipio de cualquier entidad autónoma, semiautónoma o 
descentralizada y publicado en los Anales del Órgano Legislativo, en la Gaceta Oficial, en el Registro Judicial, 
en el Registro de la Propiedad Industrial, en cualquier recopilación o edición de carácter oficial o de la 
Universidad Nacional, hará plena prueba en cuanto a la existencia y contenido del documento. Se presumirá 
que los jueces tienen conocimiento de los actos o documentos oficiales así publicados y valdrán en 
demandas, peticiones, alegatos y otras afirmaciones de las partes, sin necesidad de que consten en el 
proceso. El juez podrá hacer las averiguaciones que desee para verificar la existencia o contenido de tales 
actos. 

Las partes podrán, no obstante, aportar el respectivo documento o acto si así lo desearen. 

Exceptúase el caso en que el acto en cuestión sea objeto de la demanda, en el cual se aportará conforme a 
las normas comunes (el subrayado es de la Sala)". 

Por tanto, si bien el demandante manifestó a la Sala que la Resolución 5-2004 de 7 de mayo de 2004 que fue 
impugnada, aparece publicada en la Gaceta Oficial 25,076, el hecho de que la aportación de la copia del acto 
acusado sea un requisito para la presentación de la demanda, ello impide a esta Superioridad darle curso a la 
misma, de conformidad con lo señalado el artículo 50 de la Ley 135 de 1943 que dice: "No se dará curso a la 
demanda que carezca de alguna de las anteriores formalidades, y su presentación no interrumpe los términos 
señalados para la prescripción de la acción". 

En virtud de las consideraciones señaladas y con fundamento en lo anteriormente expuesto, 
lamentablemente, lo procedente es negarle el trámite a la presente demanda. 

Auto de 25 de mayo de 2007. 

En primer lugar, resulta necesario señalar que de conformidad con lo establecido en la Ley 135 de 1943, Ley 
Orgánica de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, y lo manifestado por nuestra jurisprudencia, toda 
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demanda presentada ante esta jurisdicción deberá ser acompañada de una copia autenticada del acto 
acusado. 

En el presente caso, el demandante acompaña su demanda de una copia simple del acto conculcado, por 
considerar que "la misma por ser de conocimiento público, no es necesaria su aportación en original y puede 
ser consultada y corroborada en la página Web de la Gaceta Oficial, conforme a la Ley que estableció el 
sistema digital". (foja 21) 

Ante lo expuesto, para esclarecer el tema y con fines docentes este Tribunal procede a emitir las siguientes 
consideraciones. 

De acuerdo con lo preceptuado en el artículo 2 de la Ley No. 53 de 28 de diciembre de 2005, "Que dicta 
normas para la modernización de la Gaceta Oficial y adopta otras disposiciones", se reconoce validez jurídica 
a la publicación de la Gaceta Oficial por Internet.  

Asimismo, el artículo 786, del Código Judicial, establece que toda resolución publica en la Gaceta Oficial hará 
plena prueba en cuanto a la existencia y contenido del documento. No obstante lo anterior, la citada excerta 
legal en su segundo párrafo preceptúa lo siguiente:  

Artículo 786. ... 

Exceptuase el caso en que el acto en cuestión sea objeto de la demanda, en el cual se aportará conforme a 
las normas comunes." 

Frente a lo detallado, este Tribunal estima que la demanda presentada no puede ser admitida toda vez que 
aunque el acto acusado fue aportado por el medio tecnológico consagrado a través de la Gaceta Oficial 
Digital, resulta imperativo que la demanda venga acompañada del acto debidamente autenticado.  

Ahora bien, para una mejor comprensión del negocio bajo estudio, quien sustancia debe señalar que aún 
cuando el artículo 57-C de la Ley 135 de 1943, establece la facilidad de suplementar los vacíos de ella con 
los preceptos del Código Judicial, no pueden tomarse preceptos que no le sean compatibles. La 
supletoriedad que comenta la norma cabe cuando la legislación se encuentra ausente de determinada 
regulación que sea necesaria para su eficaz aplicación. En torno a la legislación contencioso administrativa 
patria, no existe tal ausencia ya que se señala en el artículo 44 de la Ley 135 de 1943, que la demanda 
deberá ser presentada con una copia autenticada del acto acusado. 

El requisito formal antes mencionado debe ser acatado, imperativamente, por quienes concurren a poner en 
acción la función jurisdiccional del Tribunal, tal como la Sala Tercera ha reiterado en numerosas ocasiones.  

En atención a las consideraciones expuestas, debe negársele curso legal a la demanda instaurada, a tenor 
de lo dispuesto en el artículo 50 de la Ley 135 de 1943, y a ello se procede.  

 Por último, el Licenciado Edgar Joel Lara omitió señalar en el libelo de demanda los conceptos de las 
violaciones alegadas, requisito indispensable de admisibilidad establecido en el artículo 43 de la Ley 135 de 1943. 

En torno al tema, ésta Superioridad se ha pronunciado en reiteradas ocasiones. A manera de ejemplo, 
citamos un extracto de las siguientes resoluciones: 

Auto de 4 de marzo de 1998 

"...este es un requisito indispensable que debe cumplir toda demanda contencioso administrativa, a fin de que 
esta Superioridad pueda analizar el fondo de las causales o motivos de ilegalidad que deben ser 
debidamente invocados por el actor, al igual que ampliamente explicadas las infracciones de los preceptos en 
cualquiera de sus modalidades, violación directa por omisión o comisión, interpretación errónea o indebida 
aplicación de la Ley. De esta manera, si la parte actora no expresa cuales son las disposiciones que se 
consideran infringidas, la Sala no se puede pronunciar sobre la ilegalidad planteada." 

Auto de 10 de mayo de 2007 

“La Sala ha expresado, que para cumplir con el requisito anterior, deben transcribirse las disposiciones 
legales que se estiman violadas, para que de la confrontación del acto administrativo impugnado, con la 
norma que se considera violada, se pueda apreciar la violación aducida (Ver Autos de 5 de agosto de 2002: 
Cooperativa de Trabajo y Expendio de Alimentos, Samy R. L. vs. Estado / Auto de 5 de septiembre de 2000: 
Euro Cargas y Aircraft International Company, S. A. vs. Estado). 
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Aunado a lo anterior, en lo se refiere a "la designación de las partes y sus representantes", cabe destacar que 
en este apartado debe señalarse la parte demandante, la demandada, e incluso la intervención de la 
Procuradora de la Administración." (Auto de 2 de julio de 2003). 

"Tal como se desprende de lo expuesto en ordinal 1 del artículo 28 de la Ley 33 de 1946 y como lo ha 
señalado reiterada jurisprudencia de esta Superioridad, la correcta designación de las partes y sus 
representantes en las demandas contencioso-administrativas, es un requisito necesario para darle curso.” 

De todo lo anterior se comprueba efectivamente, el hecho de que la presente demanda de nulidad no 
cumple con los requisitos de Ley para darle curso, por lo que no le queda más a ésta Sala que negar su admisión de 
conformidad con el artículo 50 de la Ley 135 de 1943. 

Antes de finalizar, vale dejar constancia que una cosa es la Tutela Judicial Efectiva y otra cosa es el deber 
que tiene todo el que ocurra ante la Jurisdicción Contencioso Administrativa en auxilio de sus Derechos subjetivos o 
en defensa de los intereses de la colectividad, esto es, de cumplir con los requisitos básicos mínimos que por Ley se 
han establecido, por ello no se debe interpretar que la tutela judicial efectiva, sea un acceso desmedido a la justicia, 
puesto que, no ha sido esto lo que ha sostenido esta Corporación de Justicia a través de su jurisprudencia. 

En consecuencia, el Magistrado Sustanciador en representación de la Sala Tercera (Contencioso 
Administrativa) de la Corte Suprema, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, NO 
ADMITE la presente demanda Contencioso Administrativa de Nulidad interpuesta por JOSÉ MANUEL OVALLE, 
PAULINO ABADÍA CAJAR Y AUGUSTO GEORGE para que se declare nula por ilegal la Resolución No.346 del 09 de 
octubre de 2009, emitida por el Director Nacional de farmacia y Drogas del MINISTERIO DE SALUD y para que se 
hagan otras declaraciones. 

Notifíquese.    
 
VICTOR L. BENAVIDES P. 
KATIA ROSAS (Secretaria) 

 

DEMANDA CONTENCIOSO ADMINISTRATIVA DE PLENA NULIDAD, INTERPUESTA POR LA FIRMA 
MURGAS & MURGAS, EN REPRESENTACIÓN DE CENTRAL AZUCARERO DE ALANJE, S. A. PARA 
QUE SE DECLARE NULA, POR ILEGAL, LA RESOLUCIÓN  NO. 39,489-2007-J.D. DE 23 DE MARZO 
2007, EMITIDA POR EL PRESIDENTE DE LA JUNTA DIRECTIVA DE LA CAJA DE SEGURO SOCIAL, 
PUBLICADO EN LA GACETA OFICIAL  NO. 25, 783 DE 3 DE MAYO DE 2007. - APELACIÓN DEL AUTO 
DE PRUEBA - PONENTE: WINSTON SPADAFORA F.  - PANAMÁ,  VIERNES  12  DE  MARZO  DE  DOS  
MIL  DIEZ  (2010). 

Tribunal: Corte Suprema de Justicia, Panamá 
Sala: Tercera de lo Contencioso Administrativo 
Ponente: Winston Spadafora Franco 
Fecha: viernes, 12 de marzo de 2010 
Materia: Acción contenciosa administrativa 
 Nulidad 
Expediente: 478-08 

 

Vistos: 

El resto de los Magistrados integrantes de la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia, en calidad de 
Tribunal de segunda instancia, conocen del recurso de apelación promovido por el Señor Procurador de la 
Administración, contra el Auto 553 de 25 de noviembre de 2009, mediante el cual se admiten pruebas y se rechazan 
otras, dentro de la demanda contencioso administrativa de nulidad, interpuesta con el objeto que se declare nulo, por 
ilegal, la Resolución  No. 39,489-2007-J.D. de 23 de marzo 2007, emitida por el Presidente de la Junta Directiva de la 
Caja de Seguro Social. 

El punto específico sobre el cual recae la alzada interpuesta, consiste en que la práctica de la diligencia que 
fuera admitida en el auto apelado, no guarda relación con la pretensión y los hechos expresados en el libelo de la 
demanda, visible de fojas 34 a 37 del expediente judicial, de tal suerte que tal prueba resulta inconducente a la luz de 
lo que indica el artículo 783 del Código Judicial. Por lo que solicita quien apela que esta Tribunal molifique el auto de 


